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El sistema tributario español viene experimentando una colosal transformación en los últi­
mos treinta años. Gracias a ello, la distribución de las potestades financieras entre los dis­
tintas entidades públicas, o lo atinente a la nómina y estructura de los tl-ibutos que lo com­
ponen resisten perfectamente cualquier análisis de Derecho comparado. No puede decir­
se lo mismo de la ordenación de los procedimientos encaminados a su aplicación, ni de la 
posición que las partes ocupan en su desarrollo. Aun cuando no es despl-eciable, en este 
sentido, el paso adelante que en la materia supuso la Ley num. 1/1998 de Del-echos y 
Garantías del Contribuyente, pervive en la aplicación de los tributos una falla profunda que 
m'antiene nuestro ordenamiento aislado de su entorno natural: los cauces que sigue la 
resolución de las controversias que surgen al hilo de la gestión de los tributos. 
En este orden de ideas el ordenamiento federal americano ' constituye un punto de refe­
rencia extraordinariamente útil. Si nuestro sistema de resolución de controversias está 
construido sobre la premisa del litigio -en vía administrativa primero y en fase judicial ulti­
mada aquélla- el americano prima las resoluciones convencionales relegando la opción 
JudiCial a una posición marginal a la que, eso sí, se puede recumr en cualqUier momento 
del desarrollo de la controversia). El objeto del presente trabajo no es sino exponer las 
bases del sistema americano, a partir de su comparación con el Derecho español, con la 
finalidad de evidenciar lo que del mismo podría adoptarse en nuestm ordenamiento. 
A tal efecto se comienza por delimitar las coordenadas en las que se enmalTan las rela­
ciones tributarias entre el contl-Ibuyente americano y su Administración tributaria (epígra­
fe 1) para, a continuación, deScribir el devenir de una pmpuesta de liquidación en razón 
de la actitud que ante la misma adopta su destinatario: confol-marse con la misma (epígrafe 
2); procurar concertar con la Administración su contenido y efectos (epígrafe 3); o trasla­
dar a los Jueces la decisión final al respecto (epígrafe 4) Por último, se dedica un epígrafe 
I El slsterno federol abarco los Impuestos sobre /0 R.en/o de pcrsonos judc]¡eos y r7sicos Sin pefJuJclo de nwdolidu(]e<':' estoto­
les e mcluso loco les de ¡mpOSKlón sobre lo rento lo ImpOSIción sobre sucesIOnes y donoClones, y un buen número de Impues­
tos sobre consumos especioles_ Lo ImpOSICión Indirecto es, (undomento!mrnte, ele rornpetenClo estoWI y kJ patrimonlOl corres­
ponde o /05 muniCipiOS, Lo que en este IroboJo se afirmo se refiere, pues, o lo normativo federol. lo que no obsto pora que 
en el orden estCJ1CJ1 y locol puedon eXistir -y cie hecho eXlstCJn- tJrocedlrnlentos slrntiorc::, poro ofrontor lo resolUCión de con 
troverslos tnbutonos. En su e!obnroCJón, por otro porfe, se han utlllzodo, (]c1ern(7s de lo blbllogro/Tc] referE'nclodo, dos Informes 
Inéditos que sobre el pcJrtlculor ho redoctodo Cns(lOn Oliver Lucos Mos, en d morco del mismo proyecto de 1+0 (SEC 0·169­
1999) del IvllrJlsteno de C:encio y Temologlo en el que. bOJa lo dileCCIón del Pro): Dr o. José J Ferrelro Lopotzo en lo 
UnJVersldod de Bur(elono. se Inscnbe esto re/oClón 
2 Entre lo nume(()iO C!ocurnentoclón Informu!lvc] y de oSlstcnClO ul con/.nbuyente que el in/ernal Revenue Servlce (en adelante 
IRS) pone o diSpOSiCión de los clUdodonos poro ¡(Kili/orles sus gestiones y procurarles un c("lrrcr/o conOClrnlento de sus dere 
chos y obllgoCJones reviste porttcu/Oi irI!erés lo sene PubJ¡co/ton cuyo mim. 5 YOU! Aj)(1eol Rlghts ond How To Prepare (] Prolest 
I(You Don't Agree (hllp//~fNW.IIS.90V/pub/lls-pd):/p5pdD, condenso de (ormo precIso y dlvulgotlvo los d,SllnlOs poslbilldodes 
que tiene el Cludo(}cJno que no esté de acuerdo con uno octuocón del!RS ¡xm] resolver sus d¡(erenclas y hl]cer voler sus pre­
tensIOnes En el mismo senl.lcJo, con corócter rn6') generol, lo Publicoción núm l. dispOnible en castel/ono 
(hUp'¡¡www.lrs"sov/rublirs-!ld/l'plsp,pdf), do rozón eJe los derechos elel cOrl!lIbuyentE' en un procedllTlleniO lnbuwno, OS! lomo 
de los distintos luses que se sucf'den en lo liquldoClon, recour!rKlón. devolUCión y reVISión de los tnbutos De su Jecl.Um ::,e 
obLlene un f!cJ(loromo general del slsLerno omencono ,.-¡ue oquí se descnbe 
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(5) a los supuestos excepcionales en los que se aprecian indicios de delito fiscal, cerrando 
el trabajo con un juicio sintético, a modo de conclusión (6), sobre todo lo expuesto. 
2. Las coordenadas del sistema 
En el fiujograma que acompaña esta relación se resume el procedimiento marco de liqui­
dación vigente en EE.UU. arrancando, como punto de partida, de la JO Doys Letter. Este 
documento contiene una propuesta de liquidación, de por sí impugnable, que remite al 
contribuyente el empleado que ha realizado las actuaciones de comprobación -formal o 
material-, una vez ultimadas. Recibida dicha propuesta el contribuyente tiene tres opciones: 
conformarse, presentar un recurso jurisdiccional o procurar la concertación con la 
Administración tributaria. Este documento sería comparable, en nuestro ordenamiento, a 
la propuesta de liquidación que se contiene en la notificación del Inicio del procedimiento 
de comprobación formal llevado a cabo por los órganos de Gestión o a la que acompa­
ña el Acta con la que se cierra un procedimiento de inspección. 
Para comprender el tratamiento que a la resolución de las controversias tributarias aplica 
el ordenamiento americano es preciso entender la posición jurídica que el mismo reco­
noce al ciudadano y a la Administración. En este sentido, y antes de exponer las tres opcio­
nes que se presentan ante una propuesta de liquidación -conformidad, concertación o 
confrontación-, conviene tener presentes cuatro premisas formales que explican en buena 
medida el funcionamiento real del sistema: 
a) En primer lugar, @.propuesta de liquidación no es título ejecutivo y, sin embargo, es direc­
tamente impugnable en vía administrativa o judicial; lo que no quiere deCir -como equi­
vocadamente se suele afirmar- que la Administración americana no esté dotada de 
autotutela ejecutiva. Lo cierto es que la liquidación -90 Doys Letter- que sigue a la pro­
puesta no puesta en discusión sí tiene fuerza de título ejecutivo, estando previsto en el 
ordenamiento un procedimiento, puramente administrativo, de ejecución forzosaJ• 
b) Por otra parte, la vía iudicial es extraordinariamente costosa e incierta, tanto para la 
Administración como para el contribuyente, desde el momento en que rige un princi­
pio general de condena en costas que se extiende tanto a la cobertura de los gastos 
de defensa como a los costes judiciales del proceso. 
c) La combinación de ambas circunstancias nos lleva directamente al protagonismo que en 
el sistema adquieren los procedimientos de concertación, de lo que nos puede dar una 
idea el que su primera regulación date de 183 I : tanto la Administración como el con­
tribuyente buscan resolver sus diferencias a través de los mismos, en aras de lograr una 
solución eficiente para ambas partes; lo que ha llevado a las Autoridades tributarias a 
asumir que las Oficinas de ApelaCiones -que creadas en 1925 y que constituyen el 
3 Paro uno expOSICión de conjunto del pmcec)¡mlento de ejecutiVO omencono puede consultorse mi trobaJo "Los procedimien­
tos de recaudación en los Estados Unrdos". Crónico Tributano (lEF. Mll"nsteno de HaCiendo), núrn 8{ 1998 
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corazón administrativo de los sistemas de concertación- han de disponer de medios 
suficientes -humanos y técnicos- para resolver los procedimientos de forma eficaz y 
rápida. 
d) En los procedimientos de concertación juega un papel crucial la confianza entre las par­
tes. lo que pasa por: 
Exigir del contribuyente la firma de una declaración lurada-con la trascendencia 
que tal extremo tiene en un país que sanciona el perjurio, social como jurídica­
mente, de forma grave-; 
_. limital- su representación a profesionales acreditados para actual- ante el fRS, y 
partir en todo procedimiento administrativo del histórico particular del contribu­
yente, de forma que no se dan las mismas opol-tunidades y facilidades a quien no 
tiene antecedentes de incumplimientos que a quien ha demostrado una conducta 
tributaria irregularl , 
e)	 La relaCión entre el IRS y el contnbuyente se construye desde una premisa de serVicio 
público: los ciudadanos, a través de sus representantes en el Congreso, han encomen­
dado a la AdministraCión tributaria la gestión de las contribuciones que proveen la 
cobertura de las neceSidades comunes, siendo así que es el IRS quien ha de estal- al 
servicio del contnbuyente, y no viceversa", 
3.	 La conformidad 
Recibida la propuesta de liquidación el contribuyente tiene treinta días para decidir cómo 
reacciona ante la misma. Una pnmera decisión puede ser la de dar expresamente su con­
formidad (Form 870) y pagar o, Simplemente, dejar pasar el mes sin llevar a cabo actividad 
alguna. 
En este segundo caso recibirá la liquidación, Notice of Def¡cency 090 Doys Letter, instándo­
le a satisfacer su importe en un plazo de 90 días, En esos tres meses -a diferenCia de los 
apenas qUince días de que dispone el contnbuyente español que recibe una liquidación­
e! ciudadano amencano puede optar por tres vías: 
4 "Cuando cobromos (recoudomos) Impueslos sin pogor: distingUimos entre los contribuyentes que reo/mente trO{Ofl de CI)r1l 
pJIr con sus ob/igoclones mbworios y. aquellos que cJcmuestron pocos IntenCiones de cooperor con naso/ros. Hocemos esto 
d/stJncl(jn porque creernos {)rofundomente que los personos que slncemmente troton eJe cumplir Con sus deberes tnbu­
lemas deberón tener /0 oportunidad de resolver su déUdo tnbutono cluronte un corto periodo de tiempo. Por otro plle, 
nosotros creernos que los coSos re!ocionoeJos con los Impuestos poro el foneJo ¡ieJuclono "reincidentes" o "crónrcomente 
morosos" se merecen llno respuesto (unto rÓ1)ldo como deCisivo eJel SerVICIO rle /mtJUcs1os Inlernos ( r PunLo 7 de lo 
Pubf¡coClón ISP 
5 En el morgen de /0 Publlcc](lón I SP 1)uede leer. en corocteres destrJcodos, lo SigUiente levendu: "Lo Mlslon del IRS 
Proveer- o los contnbuyentes eJe lus Estados Unidos de Amfnco un serVicio de olto c(Jiídod, que les ayude o entender y 
cumr/lr con sus responsobJlidodes tnbutorios, mlentros hocemos cumplir I,JS leyes de los ImfJuestos de mone(() (ntegra 
y justo flOro todo,,"', 
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a)	 Recuperar la vía de la concertación; 
b)	 Impugnar la liquidación en la vía jurisdiccional; 
c)	 Pagar íntegra o fraccionadamente el importe de la deuda requerida. 
De no llevar a cabo actuación alguna se iniciará el procedimiento ejecutivo que, en el orde­
namiento americano, está decididamente encaminado a procurar el ingreso efectivo de la 
parte de deuda que sea recuperable en el menor plazo de tiempo posible [ROZAS 
VALDÉS (1998)]. En este sentido, el procedimiento de ejecución forzosa se inicia con lla­
madas telefónicas y a la primera actuación de embargo le preceden cinco notificaciones 
escritas -salvo que el historial del contribuyente aconseje adoptar medidas cautelares- diri­
gidas a instar al deudor a ponerse en contacto con su OfiCina, con el empleado que lleva 
su expediente, para concertar el sistema de pago. 
Estos convenios de pago -fnstollment Agreement- se negocian ante la Oficina de 
Apelaciones y pueden ir de 3 a 10 años, Su conSideración pasa por la demostración de 
que el contribuyente carece, dadas sus circunstancias financieras, de capacidad efectiva de 
pago. Esta situación se acr-edita mediante un "autocertiflcado" jurador, -distinto para quie­
nes realizan actividades empresariales- en el que se da razón minuciosa de los gastos e 
ingresos ordinarios del hogar familiar y del patrimonio neto' del que se dispone. Este docu­
mento actúa como elemento fundamental de juicio a la hora de establecer, y fiscalizar, las 
condiciones del aplazamiento y como garantía del pago, desde el momento en que pro­
cura a la Administración un mapa completo de la realidad patnmonial del contribuyente. 
4.	 La concertación 
Como se ha hecho notal- la litiglosidad judicial en el sistema americano tiene un coste muy 
elevado, de forma que la Administración busca, a toda costa, resolver los expedientes en 
fase administrativa, procurando dar entrada al contribuyente en la formulación de la reso­
lución del mismo -en la liquidación- mediante sistemas de concertación de voluntades. 
El corazón administrativo de estos sistemas es la Oficina de Apelaciones, orgánicamente sepa­
rada de los Departamentos responsables de las funciones de comprobación, y ante quien se 
sustancian los expedientes de liqUidaCión o pago controvertidos, De tratar de buscar un paran­
gón de estos órganos, y de la función que ejercen, en el sistema español, tendrfamos que refe­
6 SrguleneJo el Formulorlo 433 (A. B o F) en el que se ha eJe dar (()¿ón de! votor rlelD del polmnomo, e! nivel de Ingresos y los 
gastos bóslcos o que se hu de otender. Vu, pues, mós olió de unu mero dec!oroClón eJe rentel, desde el momento en cJue su 
obJetiVO es doble. por uno porte se troto de evoluor lo solvenClo y copoCldod de pogo del contribuyente .de ohi que se hoyo 
de eJor rozón c/c los gastos hoblLiJales; 01 mismo tiempo Su objetivo es procurar a lo Admtnistroclón un COnOCií71lento preCiSO 
de los bienes y derechos del contribuyentE: en orden o (ocrlilOr uno e~enluol eJecución c1e su ¡JolnmonlO, en coso de que (uero 
necesorio iniclOr dichos actuaCiones. 
7 En lo volomClón eJe! {)otrimonio cobe hocer flotar que no se aplica un enteno de volar de adqUisiCión, contClble o odml­
nistrotivo, sino que se evolúo el volar efectiVO de reollLOClón que olconzodan los bienes y derechos e/el contnbuyente en 
el coso de que debieron de venderse poro hacer (rente 01 pago de uno deudo tnbutono. io que poddomos U(]mor ~·dor 
de liqUidación, 
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rirnos a los Tribunales económico-administrativos. y, sin embargo, su propia denominación, su 
dotación, las potestades que se les atribuyen, la función que se les encomienda, es sustancial­
mente diferente. Los tribunales españoles están concebidos como una antesala jurisdiccional del 
orden contenCioso en la que la Administración tiene la opmi:unidad de rectificar" y el contribu­
yente la obligatoriedad de tratar de hacer valer su pretensión antes de hacer"lo ante un juez. 
Las Oficinas de Apelaciones están concebidas, más bien, como un servicio de atención al ciu­
dadano en el que se escuchan sus razones para -de darse ciel""tas premisas- tratar de conciliar 
sus argumentos con los del fRS, logrando una solución que evite el litigiO judiCial'. 
En 1988 se aprobó el primer "estatuto del contribuyente" [HERRERA et. al. (2000)]. de los 
tres actualmente en vigor; por el que se han introducido en el Internol Revenue Code (en 
adelante IRC) preceptos directamente encaminados a preservar los derechos de los con­
tribuyentes. Pues bien, entonces, y como complemento excepcional de los órganos de 
apelación, se crearon unos organismos específicos, las Oficinas de atención al contribuyen­
te (PRP), dedicadas expresamente a resolver los problemas y dificultades con que se 
encuentre el Ciudadano en la tr"amitaclón de los pr-ocedimientos --sus quejas- y otro orga­
nismo administrativo -Advocote Toxpoyer- cuya función es defender al contribuyente de las 
actuaciones del IRS y ante quiell se puede llegar" a interponer una especie de interdicto 
administrativo (ATAO) que suspellde la actividad administrativa en caso de que su conti­
nuación pueda producir perjuicIOs rrr"eparables. 
Pues bien, es en la OfiCina de Apelaciones ante quien se sustancian los procedimientos 
ordinariOS destinados a resolver las controversias entre el contribuyente y los órganos de 
comprobación. Al efecto de adoptar una decisión sobre la cuestión planteada el ordena­
miento pone a disposición de esta Oficina, y del contribuyente, dos Instrumentos de con­
ciliación -Offer in cornprornlse y C10sing Agreernent- y una vía alternativa, excepcional, de 
mediación o arbitraje -Afternotive Dispute Resofutlon Procedures-. 
A la conciliación se accede -a propuesta del contribuyente, o de la Admlllistración- cuan­
do eXiste incertidumbre sobre el contenido de la liqUidación -por Indetel-mlllación de los 
hechos o por indefinición en la calificaCión de los mismos- o bien, sobr"e las posibilidades 
de su cobro íntegro y efectivo. Es decir; tan solo es factible concertar" si en los hechos o en 
su calificación jurídica concurTen elementos que permiten dudar sobr"e la corrección de 
liquidar la obligación de un modo u otro, o lo que es lo mismo, si hay un margen razona­
ble para acordar que prevalezca una de las diversas interpretaciones que del supuesto 
cabe hacer. Si hay eVidencia incontrovertible respecto de los hechos y la calificación tri­
butar-ia de los mismos es indubitable -por resultar la normativa de meridiana claridad o 
por estar asentada una jurisprudellCia transparente en cuanto a su Interpretación- no 
habrá margen posible para conciliar la liquidaCión que corresponde dictar. Queda a la con­
sideración del lector el hacer una estimacióll sobre la concurrencia efectiva de los presu­
puestos objetiVOs de concertación: si serán muchos o pocos los casos en los que los 
8 "11 you e/on'¡ ogree. we urge you to oppeol your cose to Ihe A!'I,eols office ul IRS. The Off/ce olAppeols con scule most cJi( 
ferenccs wlthout expenslVe ono tlme-consurnlng caun lno/s," PublicotlOn S 
hechos acreditados sean del todo Incontrovertibles y la calificación que merezcall absolu­
tamente indubitable. 
También es pOSible llegar a un acuer-do sobre el contenido de la Ilquidaclóll, o sobre su 
exigibilidad, SI I-esulta adecuadamente Justificado -debiendo de suscribir el contribuyente la 
declaración Jurada de ingresos, gastos y patrimonio a la que más arriba se aludía- que el 
contribuyente no tiene capacidad de pago sufiCiente para atender la Integridad del pago 
de la deuda a liquidar. 
En ambos casos la eficacia del acuerdo está cOlldiciollada al cumplimiento de requisitos 
que gar-antizan el pago de la cantidad convenida -como, por" ejemplo, la afectación del suel­
do- yal cumplimiento riguroso de las obligaciones futur"as dur"ante un plazo que, en el caso 
de la Oferta de Compromiso, llega a los cinco años. De forma que si en dicho plazo se 
compr-ueban conductas tributarias irregulares falsedad o simulación, en el caso de los 
acuer-dos conclusivos- su descubrimiento actuaría como condición resolutOria de la conci­
liación a la que se había llegado. 
Al mismo tiempo el contribuyente admite que se amplíe el plazo de prescripción -ya de 
por sí más ampliO que en Derecho español- y, en ciertos casos, SUScribe acuerdos com­
plementarios de pago para el caso de que deviniese en mejor fortuna. Entre ambas for­
mas de concertación hay no pocas diferencias: se puede llegar a un compromiso con el 
propio órgano de gestión, mientras que los acuerdos conclusivos se incardinan en la 
Oficina de ApelaCiones; los acuerdos pueden referirse a ejercicios futuros y son práctica­
mente definitiVOS, mientr"as que los compromisos se alcanzan sobre obligaciones ya deven­
gadas y están sujetos a condiciones r-esolutor-ias estrictas. Sin embargo, ambas formas de 
concertación de voluntades vienen pr"esididas por un fundamento y unas garantías comu­
nes: dar entrada al colltl-ibuyente en la for-mación de la decisión administrativa cuando 
mediando incertldumbr"e sobre los hechos, su calificación, o el buen fin de la deuda, el logro 
de un punto de encuelltm evite un litigio judicial incierto en su resultado y costes; asegu­
rar que concurren todos los presupuestos de aplicación del acuerdo y que se hace aten­
diendo a la preservación de los Intereses generales del conJullto de los contribuyentes, exi­
giendo transparencia en su conformación -justificación por escr"ito, intervención del r-epre­
sentante legal del Departamento del Tesoro, precisa acreditación de la capacidad de pago 
del contribuyente, etcétera- y garantlas concretas de su cumplimiento. 
Los dos procedimientos a que se ha hecho referenCia, como se ha hecho notar; son desde 
hace décadas los procedimientos ordinarios que sigue la Admillistr-ación americana a la 
hora de dilucidar" sus diferencias con sus contribuyentes. Desde flllales de los años ochen­
ta se han venido ensayando y ampliando sistemas alternativos de resolución de conflictos 
-mediaclón-, en programas piloto. En un prinCipio para deudas superiores a los 10 millo­
nes de dólares, posteriormente rebajado esta cuantía hasta el millón de dólares y, desde el 
año 200 1, ampliando la mediación-con un procedimiento abreviado especlal- para cues­
tiones de menor cuantía. También se está trabajando en el desarrollo de procedimientos 
de arbitraje para grandes empresas. Con todo, y sin que quepa prejuzgar el buen fin de 
estos programas, estos sistemas alternativos no se conCiben como la panacea del día a día 
de la resolución de litigios, SillO como fórmulas excepcionales para determinados casos en 
!' 
ESTUDIOS 
los que no se han demostl-ado eficaces las fórmulas ordinanas'!, Al contrar-io de lo que ocu­
rre con los acuerdos convencionales que -de acuel-do con los requIsitos procedllllentales 
y sustantivos a que se ha hecho referencia y otros en los que no procede extendel-se aqul'­
son el sistema habitual de concenaclón tnbutana que las Oficinas de Apelación y los órga­
nos de gestión aplican de forma ordinaria y estandarIZada. 
5. La confrontación 
En cualquier fase del pmcedimiento administrativo el contnbuyente puede abandonar su trami­
tación y denvar la acción a la sede judicial. En el bien entendido de que, como se ha hecho notal~ 
tanto el ciudadano como la Administración nehuyen el recurrir a la junsdicción pal-a resolvel- sus 
diferenCias -salvo que adviel-tan con toda clandad que la razón les aSlste- POI- cuanto el coste 
de tal opción es desproporcionado, atendido el principio general de condena en costas. 
Con todo, existen tres vr'as judiciales alternativas. La primera -y más frecuellte- consiste en 
acudir a la US.Tax Court -con sede en Washington, aunque actúa descelltl-allzadamente- ante 
qUien se sustancian la mayol- parte de los litigios. Para detelminados Impuestos -los que gl'a­
van los salanos, eqUivalentes al sistema español de I-etenclones fiscales y SOCiales, aSI como para 
buena parte de ios Impuestos especlales- se puede optar por acudw a la JurisdiCCión ordina­
l-id, en sus dos vel-siones, fedel-dl o estatal: US. Court of Fedel-al C1aims y US. District Court 
No es el lugal- pal-a especificar las diferencias fOlmales y sustantivas entre las dos vr'as -como 
por ejemplo que en la pnmera la suspensión de la ejecución, de habel-se dictado la liquida­
Ción, es automática, mientras que en la segunda se hd de hacer un pago cautelar, con la posi­
bilidad de Instar su devolUCión SI en seis meses no se ha dictado sentencia, o la pOSibilidad de 
intervención de jurado en el caso de la U.S. Dlstlct Court- pero sí se ha de hacer notar la pre­
valenCia aplastante de la Junsdlcclón especial - Tax Court- sobl-e la ordinaria. 
En ambos casos, por último, está pl-evista una segunda fase de apelaCión, en las corres­
pondientes COI-tes Judiciales, y la casación -cuando proceda- ante ia Corte Suprema. 
Los costes de la confrontación para ambas partes la clave de bóveda del sistema litigioso viene 
constituido por el pl-inc/pio general de condena en costas- alimenta la conceltación como pro­
cedimiento ordinario de resolución de las contl-ovel-sias. La Administración y el contribuyente 
-ambos en Igual medlda- tienen un particular Interés en evitar los costes del litigio Yo esta m­
cunstancia, actúa como estr'mulo sustancial de la I-esoluclón de las controvel-slas en fase admi­
nistrativa. Exactamente lo contrano de lo que sucede en el ordenamiento tnbutano español en 
el que la condena en costas es absolutamente excepcional y la AdministraCión no es que IlO 
desee evital- el litigio sino que, por Imperativo legal. está obligada a agotar todas las posibilida­
des de recurso que tenga, en caso de que se estwnen en fases sucesivas las pretensiones del 
contribuyente. En defillltiva, pudiel-a parecer que a la Administración española la controverSia 
judicial le sale gratis: a cada uno de los contnbuyentes que se ven abocados a la vr'a judiCIal, al 
conjunto de los Ciudadanos que financiamos la Administración de JustiCia no. 
COIL,I."¡«'P (,') ¡' Ir! TlUIISO(CiL),'-' 11,'bU!r,"" 
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6.	 El delito fiscal 
Hasta aqur' se ha deScrito el devenir de ia relaCión administl'atlva entre el contnbuyente ame¡-¡­
cano y su Administración tnbutana en el 99% de los procedimientos de liquidación. Los casos 
I-estantes son aquellos en los que el funCionan o que Instruye el expediente apr-ecia falsedad en 
las declaraciones tributarias, o ausencia de las mismas, en definitiva, indicios de delito. En Derecho 
americano el tipo penal de delito fiscal se delimita en razón de la ocultaCión o falseamiento de 
los hechos con trascendencia tributana y de la culpabrlidad conCUITente en tal conducta, no for­
malldo parte de la configuraCión del tipO Ir'mites de cuantt'a. Los expedientes administrativos de 
esta naturaleza se Instruyen POI- un Departamento específico del/nternu! Revenue Serv/ce (/RS) a 
quien se remiten las actuaciones, en caso de que otm OI'ganlsmo del IRS apr'ecle IndiCIos de fdl­
sedad en el transcul-so de una compmbación tl-Ibut,wla [APARICIO PÉREZ ( 1993)]. 
En estos casos el expediente pasa por cuatro fases administrativas de InstrucCión en las que dis­
tintos ól-ganos del fRS, el último centralizado en Washington, evalúan la opor'tunidad de remltll' 
las actuaciones al Departamento de Justicia. En todds ellas caben tres pOSibilidades: 
a)	 Que se concluya que no hay falsedad. devolviéndose las actuaciones al ór'gano corres­
pondiente de comprobación administrativa ordinana: 
b)	 Que se llegue a un acue¡-do económico con el contnbuyente y se cielTe el expedien­
te, susmblendo un documento administrativo que pone fin al procedimiellto. 
c)	 Que se siga adelallte en el camino del expediente haCia el Depal-tamento de Justicia. 
Una vez remitidas las actuaciones al Fiscal, como es regla general en el ol'denamlento ame­
¡-icano, se puede cen-ar un acuerdo con la Fiscalr'a en cuanto a los cargos que se van a 
imputal- al contnbuyente, SI éste colabora reconociendo su culpdbilldad, la realiddd de 
determinados hechos o la veraCidad de InformaCiones sobre tel'ceros. 
7.	 Conclusión 
El sistema amencano de ITSoluclón de contmvel'Slas tnbutal'ias está p¡'eSldldo pOI' una 
voluntad decidida de logl-al- solvental-Ias en fase administr'atlva, de modo que su tl-aslado a 
sede Judicidl es excepcional. fundamentalmente por' dos razones: 
a)	 El ol-denamlento dispone un nutrido al'senal de sistemas y procedimientos encamina­
dos a I-esldenciar la concertación de entendimiento y voluntades entre contribuyentes 
y empleados de la AdministraCión: alTer in compromise. e/os/n,?, ogreement. Instul!ment 
ugreement. olternotive dlsrute resafution pmcedures; 
b)	 [1 col-azón administrativo de estos procedimientos es un organismo --la OfiCina de 
Apclaclones- bien dotado de recursos humanos y matel'lales, en el que se sustancia un 
contradictono I-eal entre el órgano de compr'obación y el contl'lbuyente: 
c)	 La alternativa -la confrontacióll en vr'a judicial- es extraordinariamente gravosa, pal-a 
arilbas panes, por cuanto I'ige un prinCipio general de condena en costas, e Incluso un 
1"1 
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sistema de sanciones por la presentación de recursos inconsistentes (frivolous or ground­
less) con ánimo dilatorio, 
La concertación no es en modo alguno libre y caprichosa por cuanto se sostiene sobre 
dos premisas que permiten la fiscalización de los acuerdos en que toma forma: 
a)	 Sólo tiene cabida en los casos -bien es verdad que serán la mayoría- en que exista un 
margen razonable de incertidumbre: sea sobre los hechos o su calificación, sea sobr-e 
el cobro efectivo de la deuda; 
b)	 En todo caso su conclusión viene acompañada de declaraciones juradas por el contri­
buyente -relativas a su flujo de ingresos y gastos como a su patrimonio- y de medidas 
especiales de garantía -Justificación por escrito, intervención del servicio jurídico del 
Tesoro, afectación de Ingresos salariales, ampliación del plazo de prescripción, cláusulas 
de resolución en caso de posteriores incumplimlentos- que transparentan la legalidad 
de su contenido y afianzan la eficacia del mismo, 
El modelo y la experiencia americana es perfectamente aprovechable por los sistemas de 
corte continental -como el italiano, el españolo buena parte de los países de América 
Latina-: ni es cierto que se basa sobre la imposibilidad de la Administración americana de 
hacer efectivo el cobro de sus créditos en vía ejecutiva sin el auxilio del órgano Judicial; ni 
es real que las Administraciones de tradición napoleónica conserven en la actualidad la 
capacidad real de hacer cumplir el Derecho tributario, tal y como unilateralmente piensen 
que se ha de aplica~ sin contar con la aquiescencia del contribuyente. 
En última instancia, en el ordenamiento tributario americano, como en cualquier otro que 
pretenda lograr la satisfacción del interés común con sUjeción a Derecho, el único camino 
eficaz y justo para resolver las controversias que surjan sobre la aplicación de la norma tri­
butaria transita por procurar la concertación de entendimientos y voluntades en el seno 
de procedimientos transparentes y equilibrados. 
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